3

DIVISIÓN DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA

​​​​​​​​​​​​​​

Al   contestar    refiérase

al  Oficio No.   05888

10 de mayo de 2006

DCA-1183

Señor 

Manuel Eduardo Carballo Moreira

Coordinador General

Área de Adquisiciones

Caja Costarricense de Seguro Social

Estimado señor:

Asunto: Se atiende consulta sobre la ausencia de recurso tratándose de compras urgentes. 

No sin antes ofrecer disculpas por la dilación en contestar, nos referimos a su oficio D.A. 765-2004, mediante el cual consulta nuestra opinión ante el procedimiento seguido para compra urgente de medicamentos, especialmente en lo que atañe a la ausencia de recurso de revocatoria a fin de evitar dilaciones en los procedimientos.  

Expone en su nota que esa Dirección de Recursos Materiales está realizando un esfuerzo por lograr un procedimiento que sea expedito para la compra urgente de medicamentos, a efecto de enfrentar posibles desabastecimientos a causa del incumplimiento de contratos, producto de reformas hechas al Reglamento de Compra de Medicamentos. En esas modificaciones se advierte a los proveedores que las compras urgentes no tienen recurso de revocatoria. 

Otra posibilidad de que se tenga que recurrir a este procedimiento de urgencia se da cuando los proveedores inscritos en el registro de la Ley 6914 no cotizan el producto que se requiere. En algunos casos, el Departamento debe consultar a la Dirección de Registros y Controles del Ministerio de Salud para saber si existen oferentes inscritos según el artículo 112 de la Ley General de Salud. 

De hallarse uno o más proveedores inscritos, no registrados vía ley 6914, se les invita directamente utilizando el procedimiento previsto en el artículo 79.4 de la Ley Contratación Administrativa o bien la excepción de único proveedor. 

Cuando exista más de un oferente inscrito se informará a los potenciales oferentes que en razón de la urgencia apremiante no se aceptarán recursos de revocatoria al acto de adjudicación, pudiendo los interesados plantear las denuncias que estimen pertinentes. 

Criterio del Despacho. 

1. El primer aspecto que amerita comentario es el régimen independiente y especial que aplica a la compra de medicamentos, según las regulaciones previstas en los artículos 71 y 72 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, modificados por Ley 6914. En el artículo 72 citado y en lo que interesa se establece: “... En casos especiales de urgencia, las compras podrán realizarse con la sola aprobación de la Auditoría de la Caja, pero, en todo caso, la Contraloría deberá ser informada de lo actuado dentro de las veinticuatro horas siguientes...” 

De hecho con base en esa normativa la Caja Costarricense emite un Reglamento de Compra de Medicamentos que norma aspectos más concretos, incluido el extremo que se consulta. 

2. Un segundo punto que amerita comentario son las causas que esa entidad expone como generadoras de “urgencia”. Desabastecimiento originado en un incumplimiento contractual es entendible si se toma en cuenta que los contratos son pactados con miras a cumplirse conforme los términos negociados y su inobservancia una excepción, por lo común imprevisible.

Entonces si conforme las existencias en bodega de un medicamento determinado, el procedimiento de compra se inicia y adjudica en tiempo, pero luego por razones ajenas a la Administración, el contratista incumple provocando problemas de abastecimiento es lógico que la entidad deba buscar medidas alternativas para proveerse del producto, sin perder de vista que las fechas de caducidad de éstos a veces son muy cortas y variables sus parámetros de consumo.

No obstante, si una razón como la comentada puede llevar a la Caja a invocar la urgencia como una justificación para comprar por un mecanismo aún más ágil, el resultado lógico es que en casos de incumplimiento la entidad procure aplicar al contratista las sanciones administrativas y pecuniarias que correspondan, no sólo como medio para resarcirse del daño, sino también para desestimular las malas prácticas que puedan estarse dando. Luego, una compra por urgencia sería un remedio ante un eventual desabastecimiento, sin perjuicio de la obligación de la entidad de procurar una solución integral al problema, concretamente atacar las causas que lo originan. 

Por otra parte, la dificultad para obtener cotizaciones es un problema no necesariamente imprevisible pero si que atrasa la compra del producto y su consecuente distribución; de ahí también que buscar alternativas para adquirir los medicamentos, como una invitación directa a aquellos que cumplan con el registro del Ministerio de Salud es oportuno, porque el bien tiene que proveerse de alguna forma.

En oposición, lo que si debe cuidar la Administración es contar con una correcta planificación y coordinación interna y entre hospitales, para no colocarse en situaciones de desabastecimiento, pero por otras razones, como podría ser un procedimiento tardío o ajustado en tiempos, un mal control de inventarios, debilidades en los patrones de consumo, entre otros que requiera la adopción de medidas emergentes para afrontar un problema actual, pero que en el fondo suponen malas prácticas y cuya solución no podría ampararse a una compra “urgente”.

3. Por último, otro tema que amerita comentarse es el fundamento para negar recursos de revocatoria contra los actos de adjudicación. Definitivamente, aludir a una compra urgente supone un régimen excepcional, de por sí dentro de la celeridad que ha de caracterizar la provisión de medicamentos. En esta área lo “urgente” debe tramitarse en tiempos cortos, porque su dilación coloca en riesgo nada menos que un derecho fundamental de todo ciudadano, como es el derecho a la salud. 

Dentro de esa óptica, valga comentar que en casos similares esta Oficina ha negado la posibilidad de recurrir las decisiones que la Administración adopte. Por ejemplo, con ocasión de una autorización girada al Ministerio de Educación Pública, amparada a urgencia según el artículo 80 de la Ley de Contratación Administrativa, se advirtió que: “...siendo que el fundamento de esta autorización se da a partir del artículo 2 inciso d) y el artículo 80 de la Ley de Contratación Administrativa, el procedimiento de compra no está sujeto a recursos de objeción al cartel ni de apelación” (oficio 2623/05) lo anterior a fin de hacer consecuente la realidad con la medida adoptada. Lo anterior, sin detrimento de las reclamaciones que en sede judicial la parte inconforme puede presentar en caso de considerar afectación a sus derechos. 

Situaciones excepcionales requieren medidas particulares, prevaleciendo ante todo el interés público sobre el interés empresarial o comercial de algún posible oferente, sin que tampoco se violente el principio de igualdad, menos cuando se advierte cómo se procederá siempre que se presenten determinadas circunstancias. En ocasiones esas medidas posibilitan procedimientos menos formales o bien la excepción de ciertos controles como el ejercido por esta Contraloría General a través del refrendo (ver oficio 10959/05, en cuanto se autorizó a la Municipalidad de Tibás el arrendamiento de camiones recolectores). 

Sobra indicar que la legalidad y defensa de la medida depende aparte de contar con una regulación, de  una correcta aplicación, principalmente en cuanto al origen y ámbito de lo que para la entidad es “urgente”, pues tratándose de medicamentos y de salud pública esa es una “coletilla” aplicable con bastante facilidad.  De tal manera que esta Oficina no objeta las medidas que se exponen en el oficio que se atiende, siempre y cuando la excepción constituya un motivo de urgencia, según lo antes comentado; lo anterior, sin perjuicio de cuestionamientos específicos que pudieran darse por parte de algún interesado. 

Atentamente,

	Lic. Marco Vinicio Alvarado Quesada.

Gerente Asociado
	Licda. Jeanine Herrera Arias
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